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TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA
TERCERA SALA UNITARIA
EXPEDIENTE: 0674/2018-3
ACTOR: **********
AUTORIDAD DEMANDADA:

DIRECTORA DE RESPONSABILIDADES Y ÉTICA PÚBLICA DE LA CONTRALORÍA GENERAL DEL ESTADO 
MAGISTRADO:

LICENCIADO DIEGO AMARO GONZALEZ
SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LICENCIADA MARÍA ESPERANZA AGUAYO CASTILLO 
San Luis Potosí, S.L.P., a quince de febrero de dos mil diecinueve.

V I S T O S para resolver en definitiva los autos del juicio contencioso administrativo número 0674/2018-3 promovido por ********** contra actos de la Directora de Responsabilidades y Ética Pública de la Contraloría General del Estado; y,

R E S U L T A N D O

ÚNICO.- Mediante auto de fecha veintiuno de agosto de dos mil dieciocho, se tuvo por recibido el escrito presentado por ********** quien promovió juicio contencioso administrativo en contra de la Directora de Responsabilidades y Ética Pública de la Contraloría General del Estado; por la nulidad de “La Resolución definitiva dictada dentro del Expediente de Responsabilidad Administrativa número ********** instruido por la Dirección de Responsabilidades y Ética Pública de la Contraloría General del Estado, en contra del suscrito en mi carácter de ********** de la Comisión Estatal del Agua, dictada en fecha 13 de junio de 2018”; de lo cual tuvo conocimiento el día 18 del mismo mes y año. En el propio auto se admitió a trámite la demanda y se ordenó correr traslado a la autoridad demandada para que contestara dentro del término legal lo que a su interés conviniera.- Con auto de veintiocho de septiembre de dos mil dieciocho, se tuvo a la autoridad demandada por contestando la demanda, de lo cual se dio vista a la parte actora para los efectos legales consiguientes; en el propio auto se proveyó sobre las pruebas de las partes, y se fijó fecha y hora para la audiencia final del juicio; la cual se verificó el diecinueve de octubre de dos mil dieciocho, sin asistencia de las partes, se dio cuenta con las constancias de autos; en la etapa de pruebas, se tuvieron por desahogadas las documentales ofrecidas por las partes dada su propia naturaleza, se hizo constar que no existen pruebas pendientes por desahogar; en período de alegatos, se certificó que no fueron formulados por ninguna de las partes, y se citó para resolver.
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º, 9º fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, publicada en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado “Plan de San Luis”, mediante Decreto número 603 del diez de abril de dos mil diecisiete; y en el caso de este expediente, le compete conocer y resolver al tratarse de la nueva autoridad facultada en la materia, conforme a lo ordenado en los artículos Transitorio Quinto de la Ley Orgánica en consulta, y Transitorio Segundo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por lo que, en cuanto al fondo del asunto, deberá estarse a lo previsto en la Ley de Justicia Administrativa del Estado, Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, y demás ordenamientos legales aplicables, vigentes al momento de iniciado el procedimiento disciplinario correspondiente.
Con base en lo anterior, esta Sala es competente para conocer y resolver el presente juicio, conforme a lo dispuesto por los artículos, 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 3° fracción II, 18 fracción I y 19 fracción III, de la Ley de Justicia Administrativa del Estado; en virtud de que se impugna una resolución definitiva que sanciona al accionante, en aplicación de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, dictada por el Órgano Estatal de Control de esta entidad federativa, en la cual se ejerce jurisdicción.

SEGUNDO.- La parte actora demostró su interés jurídico de conformidad con el artículo 49 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado, con la presentación de la copia certificada de la resolución impugnada de fecha trece de junio de dos mil dieciocho, dictada dentro del Procedimiento Administrativo de Responsabilidades número ********** documento público visible en fojas 11 a 41 de los autos.

La personalidad de la autoridad demandada, se encuentra debidamente acreditada en este Tribunal, conforme a lo establecido por el numeral 35 de la Ley de Justicia Administrativa, en razón de que el Director General de Legalidad e Integridad Pública, quien compareció en representación de la demandada, exhibió copia certificada del nombramiento que le fue conferido, documento visible en fojas 55 del sumario.
Las Documentales anteriores adquieren valor probatorio pleno por tratarse de documentos públicos expedidos por servidores y fedatarios públicos, en el desempeño de sus respectivas funciones, de acuerdo con el artículo 90 fracción I de la Ley de Justicia Administrativa, en relación con los artículos 323 fracciones I y II y 388 del Código de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria en el Juicio Contencioso Administrativo, según lo que dispone el artículo 32 de la citada Ley de Justicia Administrativa del Estado. 
TERCERO.- La litis planteada en este juicio, es la legalidad o ilegalidad del acto impugnado consistente en: La Resolución definitiva dictada dentro del Expediente de Responsabilidad Administrativa número ********** instruido por la Dirección de Responsabilidades y Ética Pública de la Contraloría General del estado, en contra del hoy actor en su carácter de ********** de la Comisión Estatal del Agua, dictada en fecha 13 de junio de 2018.
Respecto de la pretensión del actor, éste reclama la nulidad de la resolución impugnada, y por su parte, la autoridad demandada sostiene la legalidad de la misma.

CUARTO.- Previo al examen de los conceptos de impugnación que hace valer la parte actora, esta Sala Unitaria debe analizar las causales de improcedencia y sobreseimiento, sea que las partes lo aleguen o no, en razón de que el estudio de las mismas es de orden público y preferente a las cuestiones de fondo de la contienda planteada, conforme a lo previsto en el último párrafo de los artículos 46 y 47 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado; habida cuenta que, la improcedencia y sobreseimiento del juicio, se traduce en la imposibilidad jurídica de que éste órgano jurisdiccional estudie y decida sobre el fondo de la controversia. 

Es aplicable al efecto, la siguiente Tesis Aislada: Registro 221332, Localización: Octava Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, VIII, Noviembre de 1991, Página: 185, Tesis Aislada, Materia(s): Administrativa, que dice: 

“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, IMPROCEDENCIA DEL JUICIO, ANTE EL TRIBUNAL FISCAL. CONCEPTO JURIDICO. Las causas de improcedencia que determina la ley de la materia, ven o se refieren a la procedencia del juicio mismo, esto es, los motivos de improcedencia son en cuanto a que la acción en sí misma considerada no procede por las causas específicas consignadas en la ley; es verdad que las causas de improcedencia dan lugar al sobreseimiento, pero no necesariamente éste sobreviene por alguna de esas causas, pues por ejemplo, de acuerdo con la fracción I del artículo 203 del Código Fiscal de la Federación, procede el sobreseimiento por desistimiento del demandante, lo anterior, no significa que el juicio sea improcedente; el juicio sí procede y lo que acontece en ese caso es que la actora por propia voluntad desiste de su acción y ello hace que se sobresea en el juicio, mas no significa que la acción en sí misma sea improcedente. Acorde con la doctrina, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad de que ésta, en su concepción genérica, logre su objeto, es decir, la dicción del derecho sobre la cuestión de fondo o sustancial que su ejercicio plantea; tal improcedencia se manifiesta en que la acción no consiga su objeto propio, o sea, en que no se obtenga la pretensión del que la ejercita y principalmente por existir un impedimento para que el órgano jurisdiccional competente analice y resuelva sobre la cuestión debatida. En resumen, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia. CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. - Amparo directo 734/91. Compañía Operadora de Teatros, S. A. 22 de agosto de 1991. Mayoría de votos. Ponente: Hilario Bárcenas Chávez. Engrose a cargo del magistrado: David Delgadillo Guerrero. Disidente: Hilario Bárcenas Chávez. Secretaria: Silvia Gutiérrez Toro.”

En esa tesitura, se advierte que la autoridad demandada, en su escrito de contestación opuso las excepciones de improcedencia de la acción y sine actione agis; señalando que la resolución impugnada se dictó en apego a la legalidad, debidamente fundada y motivada, cumpliendo con las formalidades establecidas, y que corresponde al actor probar la supuesta ilegalidad de la misma; a ese respecto, cabe señalar que dichas excepciones deben desestimarse, pues los razonamientos en los cuales se sustenta, involucran cuestiones inherentes a la resolución de la litis, que constituyen o son materia del fondo del asunto, ya que están estrechamente vinculadas con el análisis de la ilegalidad que reclama el actor en este juicio.
Sirve de apoyo el criterio contenido en la tesis de jurisprudencia que aunque se refiere al juicio de amparo, es aplicable al caso por analogía, visible en la Tesis con No. Registro: 187,973, Jurisprudencia Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XV, Enero de 2002, Tesis: P./J. 135/2001, Página: 5; que a la letra dice: 

“IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE. Las causales de improcedencia del juicio de garantías deben ser claras e inobjetables, de lo que se desprende que si se hace valer una en la que se involucre una argumentación íntimamente relacionada con el fondo del negocio, debe desestimarse.”
Esta Sala Unitaria, advierte que no existen causales de improcedencia o sobreseimiento que deba estudiar de oficio; por tanto, se procede al estudio de los conceptos de impugnación.

QUINTO.- La parte actora hizo valer los conceptos de impugnación visibles en fojas de 2 a 8 de autos, los que no se transcriben y se tienen por reproducidos como si se insertaren a la letra, para que surtan los efectos legales que correspondan. 

Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia TCC, del Apéndice 2000, Novena Época, que a la letra dice lo siguiente: 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS. El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal trascripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma. …”

SEXTO.- Esta Sala procede al estudio del Único Concepto de Impugnación, en la parte que impugna la fundamentación y motivación de las sanción que fue impuesta, así como la falta de estudio de las atenuantes de responsabilidad; y se examina juntamente con las diversas constancias que obran en autos ofrecidas por las partes; mismo que en la parte medular, refiere: 
“ÚNICO.- Me causa agravio y sendo perjuicio el dictado de la Resolución combatida misma que es carente y deficiente de motivación y fundamentación legal, por ser contrario a los artículos 14 y 16 de nuestra Carta Magna, pues su dictado es incongruente, e infundado...”

“... se encuentra dictada en contravención a los numerales antes invocados, pues en los considerandos séptimo y octavo...”

... “...de las manifestaciones realizadas por el suscrito se dejan de observar lo siguiente:”
“Respecto a la Infracción I del artículo 56 de la Ley de la materia, se hizo la apreciación de “no se realizaron malversación de fondos o valores, acciones que interfiriesen con las funciones propias de la Comisión, Toda vez que se trató únicamente de un error de índole administrativo sin que existiera afectación pecuniaria, que hubiesen derivado de un daño patrimonial o afectación en los servicios....”

“Respecto de la fracción II del artículo 56 de la Ley de la materia, no se destinaron recursos en acciones no establecidas en el programa,...”

... “...aduce que existió deficiencia puesto que se generó la observación, lo que resulta inverosímil pensar que toda observación es producida por deficiencia, dejando de lado el análisis objetivo de la misma.”
“Respecto de la fracción XXIV del artículo 56... señalé que los recursos no fueron utilizados para ningún otro fin específico, No se sustrajeron de las cuentas establecidas para el ejercicio de los recursos del programa, por lo que no constituye un flagrante incumplimiento de la norma...”
“Respecto a la fracción XXX del citado artículo, se realizan las consideraciones debidas en el entendido que di cumplimento...”

“La resolutora concluye al respecto de lo anterior que: “...era su obligación realizar una correcta apertura y manejo de los recursos federales del programa en mención, faltando en consecuencia a los criterios de economía, eficiencia, eficacia, transparencia y honradez...”
... “...del dictado de la resolución que se combate se puede apreciar que No se acredita la deficiencia en el servicio público, habida cuenta que en la propia resolución se establece que no se generó un daño a la Comisión Estatal del Agua ni a la Colectividad, lo cual implica que la sanción que se me pretende imponer no es acorde al grado de afectación que se reconoce que no existió,...”

 “...existen causas atenuantes que se dejaron de atender...”

...”...el órgano resolutor debió de valorar que resulta indispensable acreditar en el procedimiento sancionador, no solo la infracción de una norma, sino además las consecuencias generadas por ésta, es decir, si por el actuar de la autoridad, el servicio dejó de prestarse, se vio suspendido injustificadamente o bien, aun prestándose, la colectividad resintió un perjuicio...”
[El subrayado es añadido]

Del estudio y análisis de los argumentos contenidos en el concepto de impugnación citado, esta Sala determina que resultan fundados y suficientes, para decretar la nulidad de la resolución que se impugna, toda vez en el procedimiento sancionador se dejaron de aplicar las disposiciones legales debidas.

Para evidenciar los motivos por los que se formula esa determinación, es preciso relatar las imputaciones que le fueron realizadas al hoy actor, mismas que se advierten en los considerandos Tercero incisos 1) y 2), y Sexto de la resolución impugnada dictada dentro del Expediente Administrativo de Responsabilidades número ********** en la cual se señala que incurrió en diversas irregularidades denunciadas en la observación  número 2 emitida por la Secretaría de la Función Pública y el Director General de Auditoría y Obra Pública de la Contraloría General del Estado, observación que consiste en: “Recursos federales que permanecieron fuera de la cuenta específica por un periodo de 7 y 57 días por un importe de ********** que en su carácter de ********** de la CEA, aperturó dos cuentas bancarias; una para el manejo de los recursos federales, y otra para el manejo de los recursos del Estado, que para el pago de las estimaciones de obras autorizadas de los recursos federales, se presume transfirió los recursos de la cuenta federal a la cuenta de los recursos del Estado, y de esta última realizó el pago a los contratistas, generándose el monto de ********** que deriva de los recursos federales que permanecieron fuera de la cuenta específica y que generaron rendimientos financieros, por el retraso en el pago de recursos federales a los contratistas por un periodo de siete y cincuenta y siete días; y que por ello se presume, que dejó de observar el artículo 82 fracción IX, de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria; 224 Párrafos Primero y Cuarto, del Reglamento de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria; 4, apartado 4.4., inciso B) de las Reglas de Operación para los Programas de Infraestructura Hidroagrícola y de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento a Cargo de la Comisión Nacional del Agua, aplicable a partir de 2014 dos mil catorce, Apartado V, número 3, inciso f), del Anexo de Ejecución del Programa de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento en Zonas Urbanas; y Numeral VI, Radicación de los Recursos Federales del Manual de Operación y Procedimientos APAZU 2014 dos mil catorce...”, y que incumplió con los deberes establecidos en las fracciones I, II, XXIV y XXX del artículo 56 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, vigente al momento en que ocurrieron los hechos investigados, pues señala tenía las facultades previstas en el artículo 46 fracciones I, II, VI y VII del Reglamento Interior de la Comisión Estatal del Agua. 
Ahora bien, la parte actora se duele de que el órgano de control demandado, al imponer la sanción en la resolución impugnada, no valoró las atenuantes que existieron a su favor, pues omitió considerar que con la conducta que fue observada, como es: “la apertura de dos cuentas bancarias una para el manejo de los recursos federales, y otra para el manejo de los recursos del Estado, cuando de conformidad con la normatividad aplicable debió aperturar una cuenta específica”, no existió malversación de fondos o valores, ni afectación pecuniaria o daño patrimonial, pues los recursos no fueron destinados en acciones no establecidas en el programa, ni utilizados para otro fin, y tampoco se generó un daño a la Comisión Estatal del Agua ni a la colectividad, siendo que la obra se concluyó y se pagó en su totalidad. 
En ese sentido, le asiste la razón a la parte actora, toda vez que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 72 de Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, vigente al inicio del procedimiento del que emana el acto impugnado, en relación con lo establecido en el artículo 109 Constitucional, la autoridad sancionadora debe abstenerse de sancionar a los servidores públicos investigados, cuando se actualicen las hipótesis previstas en el propio numeral; estando obligada a verificar que se den las hipótesis normativas para la abstención de imponer sanciones, por lo que solo debió constatar que efectivamente se actualizaran, ello en razón de que los supuestos específicos que generan la acción de prescindir se encuentran previstos como una facultad reglada, pues la propia Ley aplicada al procedimiento sancionador prevé la conducta específica que se debe seguir ante la actualización de las hipótesis que la misma exige, numerales en comento que a la letra dicen:

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Artículo 109. Los servidores públicos y particulares que incurran en responsabilidad frente al Estado, serán sancionados conforme a lo siguiente: 

... III.  Se aplicarán sanciones administrativas a los servidores públicos por los actos u omisiones que afecten la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que deban observar en el desempeño de sus empleos, cargos o comisiones. Dichas sanciones consistirán en amonestación, suspensión, destitución e inhabilitación, así como en sanciones económicas, y deberán establecerse de acuerdo con los beneficios económicos que, en su caso, haya obtenido el responsable y con los daños y perjuicios patrimoniales causados por los actos u omisiones. La ley establecerá los procedimientos para la investigación y sanción de dichos actos u omisiones. 

Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí.

ARTICULO 72. Las autoridades a que se refiere este Capítulo, en los ámbitos de su competencia, podrán abstenerse de sancionar al infractor por una sola vez, cuando lo estimen pertinente, justificando la causa de la abstención, siempre que se trate de hechos que no revistan gravedad ni constituyan delito, cuando lo ameriten los antecedentes y circunstancias del infractor y no se hayan causado daños o perjuicios.
[Énfasis añadido]

Por lo que, la autoridad sancionadora debió valorar, que en el caso en estudio se actualizan los supuestos previstos en el artículo 72 que ha sido transcrito, es decir, que debe abstenerse de sancionar por una sola vez, que se trató de hechos que no revisten gravedad, ni constituyeron delito, y que no se causaron daños o perjuicios; ello aunado a que el servidor público investigado no obtuvo beneficios económicos, no existió afectación al Estado, ni perjuicio a la colectividad, pues no se dejó de prestar el servicio y tampoco se vio suspendido, además de que el acto observado por la Secretaría de la Función Pública fue subsanado, por lo que los efectos que en su caso hubiera producido, fueron resarcidos; en consecuencia, la autoridad sancionadora se encontraba vinculada a aplicar en beneficio del hoy actor la facultad reglada prevista en el artículo 72 anteriormente transcrito, y, con base en ello, estaba obligada a abstenerse de sancionarlo, al ubicarse en el supuesto establecido en el citado numeral.
Cabe destacar, que en diversas partes de la resolución impugnada se señala que la conducta atribuida al hoy actor no fue grave, que no obtuvo beneficio económico, que no existió daño o perjuicio causado al Estado, y que los rendimientos generados fueron reintegrados a la federación, es decir se reconoce implícitamente la actualización de los supuestos del artículo 72 a que se ha venido haciendo referencia; sin embargo, en forma incongruente, se concluye que al no haberse observado la normatividad, existió deficiencia en el servicio; que se derivó una afectación en el ejercicio del gasto federalizado, falta de control y transparencia; que no operó de manera eficiente; y, que al haberse generado la observación que originó el procedimiento, la deficiencia existió, que por ello el actor faltó a los criterios de economía, eficiencia, eficacia, transparencia y honradez contenidos ene le artículo 134 Constitucional, y determina la responsabilidad señalando que el servidor público investigado no desvirtuó la irregularidad que le fue imputada; quien como es sabido, no estaba obligado a demostrar que no cometió la falta imputada, pues a la autoridad corresponde la carga de la prueba, atentos al principio de presunción de inocencia.
Argumentos los anteriores que resultan insuficientes para sancionar al actor, pues aún en el supuesto de que exista infracción a la norma, ello no genera per se, la deficiencia en el servicio que se le atribuye, pues para acreditarla, es necesario, que con el incumplimiento de algún ordenamiento de carácter general, el servicio público correspondiente, en sentido amplio, deje de prestarse, se vea suspendido injustificadamente, o bien, aun prestándose, la colectividad resienta algún perjuicio; lo que no ocurrió en el caso que nos ocupa, por lo que se reitera, no se realizó un estudio de las causas eximentes de responsabilidad, previstas en el artículo 72 a que se ha venido haciendo referencia, en relación con lo establecido en el numeral 109 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, de ahí la ilegalidad de la sanción que se impuso al actor. 
Resulta aplicable la jurisprudencia 58/2018 (10a.), aprobada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia, Décima Época, Registro: 2017185, Instancia: Segunda Sala, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 55, Junio de 2018, Tomo II, Materia(s): Administrativa, Página: 1401, que reza:  

“RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. LA FACULTAD PREVISTA EN EL PÁRRAFO PRIMERO DEL ARTÍCULO 17 BIS DE LA LEY FEDERAL RELATIVA (ABROGADA), TIENE EL CARÁCTER DE REGLADA. De la exposición de motivos que dio origen al artículo 17 Bis de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos (abrogada), se advierte que se implementó una mecánica de abreviación y simplificación cuando exista el riesgo de que se haya realizado una conducta reprochable de responsabilidad administrativa, a efecto de que la autoridad se encargue de manera exclusiva de investigar potenciales casos auténticos de gravedad, entre ellos de corrupción, descartando en ese momento otros actos donde la actuación del servidor público en la atención, trámite o resolución de asuntos a su cargo, se suscite dentro del periodo de un año, y que la inhibición se dé por una sola vez por un mismo hecho, sumado a que los efectos producidos se hubieran resarcido o desaparecido. En ese entendido, de suponer que aun cuando después de las investigaciones o revisiones practicadas se actualicen efectiva e indudablemente los supuestos a que se refiere aquel numeral, siempre que la probable infracción no sea considerada como grave por la misma ley, quede a juicio de la autoridad abstenerse o no de iniciar el procedimiento disciplinario o de imponer sanciones administrativas, se obstaculizaría la intención que se infiere del proceso legislativo y traería consigo una especie de esterilidad de la disposición. Por tanto, si la propia norma establece las condiciones a satisfacer para abstenerse de iniciar el procedimiento o imponer sanciones, sin considerar alguna intermedia, entonces la autoridad sólo debe constatar que efectivamente éstas se actualicen (sin que se trate de una infracción considerada grave), por lo que no tendría sentido que se le faculte para discernir, aun de concurrir aquéllas, si es que debe o no actuar en esos términos, pues al prever de manera concreta los supuestos específicos que generan la acción de prescindir, dicha facultad adquiere el carácter de reglada en la medida en que la actuación de la autoridad queda ajustada al marco fijado por la legislación que establece la conducta específica que debe seguirse ante la actualización de las hipótesis que la misma exige y en armonía con ésta, excluyendo que pueda dotársele con la connotación de una facultad discrecional, pues en sentido contrario, la normativa no deja margen de libre apreciación a la autoridad para determinar la forma de su actuar...”
Así como la tesis del Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Décimo Sexto Circuito, Época: Décima Época, Registro: 2006939, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 8, Julio de 2014, Tomo II, Materia(s): Administrativa, Tesis: XVI.1o.A.45 A (10a.), Página: 1290, que dice:

RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. LA OMISIÓN DE CUMPLIMIENTO DE UNA DISPOSICIÓN LEGAL NO GENERA, PER SE, LA DEFICIENCIA EN EL SERVICIO QUE CONSIGNAN LOS ARTÍCULOS 7 Y 8, FRACCIONES I Y XXIV, DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, PUES EN EL PROCEDIMIENTO SANCIONADOR DEBE ACREDITARSE EL PERJUICIO A LA COLECTIVIDAD. El principio de tipicidad es extensivo a las infracciones y sanciones administrativas; implica que, si cierta disposición establece una conducta generadora de responsabilidad administrativa, dicho actuar del servidor público debe encuadrar exactamente en la hipótesis normativa previamente establecida, sin que sea lícito ampliar ésta por analogía ni por mayoría de razón. Así, al analizar la legalidad de una resolución administrativa que finca esa responsabilidad, corresponde verificar si la determinación se adecua con exactitud a la hipótesis jurídica con base en la cual se sanciona al servidor público. En ese orden de ideas, la omisión, por una ocasión, de cumplimiento de una disposición legal no genera, per se, la deficiencia en el servicio que consignan los artículos 7 y 8, fracciones I y XXIV, de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, en tanto que el servicio público está dirigido a la colectividad y la deficiencia en su prestación implicará un agravio a ésta. Lo que se explica al considerar que los servidores públicos están obligados a observar, en todo momento, las disposiciones que rigen su proceder, entre éstas, el numeral referido en segundo término, pero dicha norma persigue, ante todo, que el servicio público no se vea interrumpido, que no se genere deficiencia y no exista ejercicio indebido en el cargo o comisión. Por tal motivo, se torna indispensable acreditar en el procedimiento sancionador, no sólo la infracción de una norma sino, además, las consecuencias generadas por ésta, es decir, si por el actuar de la autoridad, el servicio dejó de prestarse, se vio suspendido injustificadamente, o bien, aun prestándose, la colectividad resintió un perjuicio...”
Sin que pase inadvertido para esta Sala que en el considerando Octavo, al referirse al nivel jerárquico y antecedentes del infractor, se señala que en el registro Interno de Servidores Públicos Sancionados de esa Contraloría General del Estado, se encontró que el Servidor Público, cuenta con una sanción consistente en Amonestación Pública, impuesta al actor cuando ostentaba el cargo de Subdirector en la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado, resuelto el cuatro de junio de dos mil quince; lo que se trata de un señalamiento genérico, dogmático y sin apoyo, ya que era necesario la exhibición de las resolución en que se impuso la sanción, así como del auto en que se declaró firme; además de que no se trata de la misma conducta atribuida al actor, los cargos que ostentaba eran diferentes y en diversas dependencias.
Ello aunado a que el artículo 72 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, no señala la reincidencia como causa de inaplicación; pues claramente establece que la abstención de sancionar será por una sola vez, que se trate de hechos que no revistan gravedad ni constituyan delito, y no se hayan causado daños o perjuicios; y si bien es cierto se hace referencia a cuando lo ameriten los antecedentes y circunstancias del infractor, también lo es, que ello obedece a que la aplicación del numeral en comento será por una sola vez, por lo que al no haberse aplicado anteriormente al aquí actor, los hechos no son graves, no constituyen delito, y no se causaron daños o perjuicios, la reincidencia, en su caso, no es motivo de inaplicación.
Bajo esa premisa, se determina por parte de esta Sala Unitaria que resulta ilegal la resolución impugnada, emitida por la Directora de Responsabilidades y Ética Pública de la Contraloría General del Estado, en virtud de que dejó de aplicar las disposiciones legales debidas, pues se omitió cumplir con la facultad reglada contenida en el numeral 72 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí; lo cual resulta ilegal, y deja en estado de indefensión al promovente, vulnerando con ello lo dispuesto por los artículos 14 y 16 Constitucionales.
En esa tesitura, en la especie se actualizan las causales de ilegalidad previstas en el artículo 95 fracciones II, III y IV de la Ley de Justicia Administrativa del Estado, en razón de que en el Procedimiento de Responsabilidad Administrativa número ********** se dejaron de aplicar las disposiciones legales debidas, lo que trascendió en el sentido de la resolución impugnada. 

Es preciso señalar que el estudio de los conceptos de impugnación referidos se atendió con base en el principio de mayor beneficio para el demandante; por lo que, en tales circunstancias, es ocioso el estudio de las restantes manifestaciones contenidas en los conceptos de impugnación, ya que aun y cuando resultaren fundadas, no mejorarían los beneficios obtenidos en la presente resolución.
Sirve de sustento a lo anterior la Tesis de Jurisprudencia visible en Novena Época, Registro: 179367, Instancia: Pleno, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta,  XXI, Febrero de 2005, Materia(s): Común, Tesis: P./J. 3/2005, Página: 5, que a continuación se transcribe:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN EN AMPARO DIRECTO. EL ESTUDIO DE LOS QUE DETERMINEN SU CONCESIÓN DEBE ATENDER AL PRINCIPIO DE MAYOR BENEFICIO, PUDIÉNDOSE OMITIR EL DE AQUELLOS QUE AUNQUE RESULTEN FUNDADOS, NO MEJOREN LO YA ALCANZADO  POR EL QUEJOSO, INCLUSIVE LOS QUE SE REFIEREN A CONSTITUCIONALIDAD DE LEYES. De acuerdo con la técnica para resolver los juicios de amparo directo del conocimiento de los Tribunales Colegiados de Circuito, con independencia de la materia de que se trate, el estudio de los conceptos de violación que determinen su concesión debe atender al principio de mayor beneficio, pudiéndose omitir el de aquellos que, aunque resulten fundados, no mejoren lo ya alcanzado por el quejoso, inclusive los que se refieren a constitucionalidad de leyes. Por tanto, deberá quedar al prudente arbitrio del órgano de control constitucional determinar la preeminencia en el estudio de los conceptos de violación, atendiendo a la consecuencia que para el quejoso tuviera el que se declararan fundados. Con lo anterior se pretende privilegiar el derecho contenido en el artículo 17, segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, consistente en garantizar a los ciudadanos el acceso real, completo y efectivo a la administración de justicia, esto es, que en los diversos asuntos sometidos al conocimiento de los tribunales de amparo se diluciden de manera preferente aquellas cuestiones que originen un mayor beneficio jurídico para el gobernado, afectado con un acto de autoridad que al final deberá ser declarado inconstitucional..- Contradicción de tesis 37/2003-PL. Entre las sustentadas por la Primera y Segunda Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 31 de agosto de 2004. Unanimidad de diez votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Miguel Enrique Sánchez Frías..- El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada hoy siete de febrero en curso, aprobó, con el número 3/2005, la tesis jurisprudencial que antecede. México, Distrito Federal, a siete de febrero de dos mil cinco.”

En consecuencia, esta Tercera Sala Unitaria determina que la resolución impugnada, se ubica en las causales de ilegalidad previstas por el numeral 95 fracciones II, III y IV, de la Ley de Justicia Administrativa del Estado; por lo que con fundamento en lo dispuesto por el artículo 96 del propio ordenamiento legal, se declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ del acto impugnado consistente en la Resolución definitiva emitida por la Directora de Responsabilidades y Ética Pública de la Contraloría General del Estado en fecha 13 de junio de 2018, dentro del Expediente de Responsabilidad Administrativa número ********** instruido en contra del actor; por lo que se decreta su NULIDAD TOTAL y se le deja sin efecto legal alguno, según lo dispone el artículo 97 de la Ley de la materia; a fin de que la citada autoridad, cumpla con los siguientes lineamientos:
I.- Emitir otra resolución fundada y motivada, en la que, tomando en cuenta la actualización de los supuestos contenidos en el artículo 72 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, se abstenga de sancionar al aquí actor, por la conducta investigada en el Procedimiento de Responsabilidad Administrativa número **********
Con fundamento en lo dispuesto por el artículo 99 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de San Luis Potosí, que establece en su primer párrafo que las Sentencias definitivas dictadas por el Tribunal causan ejecutoria por ministerio de Ley, al no admitir recurso alguno, y con sustento en lo previsto por el segundo párrafo del citado artículo, se previene a las Autoridades Demandadas, para que dentro de los diez días hábiles siguientes al en que reciba el oficio de notificación de la presente sentencia favorable a la parte actora, informen a esta Sala sobre su cumplimiento, acompañando para acreditarlo las copias certificadas de los documentos correspondientes, inclusive las constancias de notificación a la parte actora de lo proveído para su cumplimiento, apercibidas que de no cumplir con lo ordenado, se iniciará en su contra el procedimiento de ejecución de sentencias previsto por el artículo 100 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de San Luis Potosí, aplicando las multas y determinaciones que en su caso procedan.

Por lo expuesto, fundado en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º, 9º fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37, y Transitorio Quinto de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, y el Transitorio Segundo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; en relación con los numerales 3º fracción II, 19 fracción III, 32, 94, 95 , 96, 97 y 99 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado; es de resolverse y se,

R E S U E L V E

PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO Se declara la ILEGALIDAD E INVALIDEZ de la resolución impugnada y, por consecuencia, la NULIDAD LISA Y LLANA de la misma, dejándola sin efecto legal alguno, de acuerdo a los razonamientos y para los efectos precisados en el considerando sexto de esta sentencia. 
TERCERO.- Se previene a la autoridad demandada por el cumplimiento de esta sentencia, con el apercibimiento señalado en la parte final del considerando sexto.

CUARTO.- Notifíquese personalmente a la parte actora; y por oficio a la autoridad demandada, con copia autorizada de esta resolución.
Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, Licenciado Diego Amaro González, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Ismael Méndez Hernández, que autoriza y da fe.- 
	Licenciado Diego Amaro González
Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria

	Licenciado Ismael Méndez Hernández 

Secretario de Acuerdos de la Tercera Sala Unitaria


Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
